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COTUA.  15 de febrero de 2012 

 
PGOU de El Puerto, una oportunidad para demostrar que se ha 

abandonado la política del ladrillo y se apuesta por un urbanismo 
sostenible y por una ciudad que mejore la calida  de vida de los 

ciudadanos 
 

 

1.- Antecedentes 
 
El PGOU de El Puerto de Santa María llega a la Comisión de Ordenación del 

Territorio y Urbanismo de Andalucía (COTUA) tras un largísimo y tortuoso camino, en el 
que se han sucedido polémicas y movilizaciones ciudadanas, cambios en el equipo 
redactor, denuncias judiciales, imputaciones, detenciones y procesamientos de 
responsables políticos y técnicos del Ayuntamiento… y todo por el clima de corrupción 
generado por la burbuja inmobiliaria que ha provocado durante las dos últimas décadas 
un crecimiento urbanístico insostenible -la mayor parte ilegal- que ha invadido suelos 
agrícolas y forestales, espacios naturales protegidos, terrenos públicos, y hasta Sistemas 
Generales de Espacios Libres (SGEL). Estos lamentables fenómenos han hipotecado el 
futuro de millones de m2, dificultado la redacción del PGOU, y generando una ciudad de 
unas dimensiones insostenibles e imposible de gestionar. 

Este proceso ha sido posible por la connivencia, cuando no clara complicidad, de 
las autoridades municipales en las etapas en las que ha gobernado Independientes 
Portuenses (IP) (en dos legislaturas en coalición con el PSOE), tanto del anterior alcalde 
como de los sucesivos concejales de urbanismo. Tampoco la Junta de Andalucía ha 
actuado con la decisión que correspondía, teniendo como tenía perfecto conocimiento 
de lo que estaba sucediendo. Sólo en el caso concreto del complejo urbanístico-turístico 
de Las Beatillas actuó con contundencia, retirando las competencias de disciplina 
urbanísticas al Ayuntamiento y ordenando la demolición de los edificios construidos 
ilegalmente, orden que fue ratificada por sentencia del TSJA. Transcurridos siete años, 
nada se ha demolido. 

 En este panorama tan solo Ecologistas en Acción ha estado a la altura de la 
circunstancias, ejerciendo labores de inspección urbanística, presentando decenas de 
denuncias por construcciones ilegales, alegando a todos los planes urbanísticos que solo 
pretendían la construcción de miles de viviendas para segunda residencia en una 
vorágine que ha terminado por estallar,  dejando a la ciudad prácticamente paralizada.  
También hemos actuado ante los tribunales con denuncias que han generado 14 
procedimientos judiciales en curso, la mayoría contra miembros del anterior equipo de 
gobierno de IP, pero también contra constructores y técnicos del Ayuntamiento 
implicados en estas tramas corruptas.  
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2.- PGOU: una ciudad para especuladores 

En estos doce años de tramitación del PGOU se han sucedido varios propuestas 
de documento y dos equipos redactores. Al Avance y al documento de Aprobación Inicial 
le han seguido hasta tres documentos de Aprobación Provisional. Tanto el documento de 
Aprobación Inicial como el de Aprobación Provisional I (AP-I) se realizaron al calor de la 
burbuja inmobiliaria y al dictado de grandes intereses especulativos. Empresas 
constructoras y entidades financieras habían adquirido grandes bolsas de suelo en la 
periferia de la ciudad, sobre todo en la Costa Oeste del municipio, y firmaron hasta 24 
convenios urbanísticos con el Ayuntamiento para que, a cambio de aportaciones 
dinerarias –unas legales, otras ilegales-, se recalificaran 2.596.000 m2 de terrenos no 
urbanizables, y se permitieran enormes edificabilidades para desarrollos residenciales.  
Estos convenios se plasmaron en la AP-I del PGOU, que incluía crecimientos 
desmesurados con la recalificación de 19.481.082 m2, prácticamente duplicando la 
ciudad, y la construcción de 36.769 nuevas viviendas para una ciudad con por entonces 
contaba con poco más de 83.000 habitantes y miles de viviendas vacías. 

Estos convenios y la propuesta de la AP-I fracasaron debido a tres circunstancias: 

• Su manifiesta ilegalidad, ya que incumplían el POT de la Bahía al asignar usos 
residenciales a áreas de desarrollo turístico o de actividades económicas. 

• El gran rechazo social que provocaron. El 30 de noviembre de 2006 miles de 
ciudadanos se manifestaron rechazando los convenios urbanísticos y la especulación 
desaforada, defendiendo “Una ciudad con futuro para todos y todas”, en la que fue 
una de las mayores movilizaciones sociales que ha conocido la ciudad.    

• La afección a terrenos forestales de alto valor ecológico, ya que se recalificaban 
500.000 m2 de suelos no urbanizables de especialmente protegidos por su interés 
forestal, sobre todo pinares y retamares, en contra de la Declaración de Impacto 
Ambiental previa (DIA) dictada por la Consejería de Medio Ambiente (CMA). 

 
 Al final el documento fue rechazado en octubre de 2007 por la Consejería de Obras 
Públicas y Vivienda, por medio de un Informe de Incidencia Territorial desfavorable. 
 

3.- Un nuevo PGOU que no rompe con las hipotecas del pasado 
especulativo 

3.1.- Un crecimiento injustificado e insostenible 

El documento de Aprobación Provisional II inició un tímido cambio para reducir 
los crecimientos insostenibles en suelos y viviendas, pero mantuvo en general las 
enormes dimensiones de la ciudad que propugnaban las anteriores propuestas. En lo que 
sí se dio un cambio sustancial fue en el proceso de participación ciudadana, inexistente 
hasta entonces –al margen de los trámites preceptivos de información pública-, y que se 
impulsaron por medio de mesas de participación y debates que enriquecieron el 
documento sometido a información pública. 

Ecologistas en Acción presentó en febrero de 2010 un total de 732 alegaciones al 
PGOU, 430 al documento de Aprobación Provisional II y 302  a su Estudio de Impacto 
Ambiental. Estas alegaciones suponían una auténtica enmienda a la totalidad a los 
crecimientos urbanísticos previstos en el PGOU. 
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Todas las propuestas de PGOU han partido de dos premisas falsas: la necesidad 
de recalificar millones de m2 de suelos y de construir decenas de miles de viviendas. En 
el Puerto hay unas 47.000 viviendas para una población en 2011 de 87.696 habitantes, lo 
que supone un parque de viviendas sobredimensionado, en gran parte segundas 
residencias con ocupaciones temporales, muchas deshabitadas y, sobre todo en el casco 
histórico, abandonadas y en mal estado, existiendo una falta generalizada de 
equipamientos y zonas verdes. En vez de planearse la rehabilitación de la ciudad 
existente, la potenciación de equipamiento públicos y zonas verdes que mejoran la 
calidad de vida de sus habitantes, el PGOU mantenía un crecimiento desproporcionado 
de nuevos suelos residenciales y miles de nuevas viviendas totalmente innecesarias e 
injustificadas, que solo pretendían mantener la “burbuja inmobiliaria” que ya había 
fracasado y estallado, llevando a nuestro país a una crisis sin precedentes. Ecologistas en 
Acción advirtió en todos los foros existentes que de mantenerse este crecimiento 
desproporcionado e incontrolado se corría el peligro de colapso de la ciudad y de la 
proliferación de urbanizaciones fantasmas, lo que podría acarrear gravísimas 
consecuencias en un futuro próximo.  

 Este documento de AP II del PGOU disminuía las desmesuradas previsiones de 
crecimientos urbanísticos de las anteriores propuestas, con una leve reducción en los 
nuevos suelos urbanizables –aunque seguía planteando la recalificación de más de 
quince millones de m2- y una reducción algo mayor en las megalómanos proyectos de 
construcción de viviendas de las anteriores propuestas del PGOU, pues se pasaba de 
33.269 nuevas viviendas en la AP-I, a 21.405 viviendas, a lo que había que añadir la 
“regularización” de 3.741 viviendas ilegales, más del 95% de las existentes. Esta 
reducción no solucionaba ni corregía las tendencias de crecimiento urbanístico suicidas, 
sino que en general las mantenía, pues suponía la construcción de 2.675 nuevas 
viviendas anuales entre 2011 y 2018, más que el año 1999, punto álgido de la burbuja 
inmobiliaria, en el que se construyeron 1.506 viviendas.  

 
Número de nuevas viviendas reales del PGOU (AP-II) 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  

Ámbito Nº viviendas 
SUNC del PGOU vigente sin desarrollo 900 
SUNC Sectores 1.196 
SUNC Áreas de Reforma Interior    628 
Áreas de Regularización 1.070 
Ámbitos de incremento de aprovechamiento No se especifica 
SUNC de carácter transitorio 990 
Suelo Urbanizable Sectorizado Costa Oeste  6.494 
Suelo Urbanizable Sectorizado Ensanche NO  2.597 
Suelo Urbanizable Sectorizado Norte  2.884 
Suelo Urbanizable Sectorizado El Madrugador  194 
Suelo Urbanizable Ordenado Transitorio  4.452 
TOTAL 21.405 
Nuevas viviendas que computa el PGOU 10.444 
Nuevas viviendas que no computa el PGOU 10.961  
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Ahora, la mayor parte de la clase política y la inmensa mayoría de la población coinciden 
en que la construcción no puede seguir siendo el “motor” de la economía; hay que 
reducir la construcción de viviendas a las necesarias para cumplir con el derecho 
constitucional a una vivienda digna para todos. 

 El PGOU de El Puerto diseñaba una ciudad con más de 72.146 viviendas (47.000 
existentes, 21.405 de nueva construcción y 3.741 legalizadas), que podría tener una 
capacidad para una población de 173.000 habitantes. Es decir, el PGOU pretendía 
duplicar la población actual, sin existir estudio alguno que avalara esta desmesurada 
previsión. Muy al contrario, si se mantuviera el crecimiento de esa última década, la 
población crecería en los ocho años de vigencia del PGOU (2011-2018) en 11.215, lo 
que llevaría a El Puerto a los 101.882 habitantes como máximo. Pero el Instituto 
Nacional de Estadística (INE) ha advertido en un reciente informe que la tasa de 
crecimiento de población está sufriendo una drásticamente reducción, que se 
mantendrá en los próximos años, debido a la bajada de la natalidad y de la inmigración, 
de forma que calcula que El Puerto solo crecerá unos 3.000 habitantes hasta 2018. 
Teniendo en cuenta las previsiones de construcción de viviendas del PGOU y las 
tendencias demográficas actuales, nos encontraríamos en 2018 una ciudad con casi la 
mitad de sus viviendas vacías. 

 
3.2.- Incumplimientos del POTA y del POT de la Bahía de Cádiz  

Estos crecimientos desmesurados e injustificados incumplen, además, el Plan de 
Ordenación del Territorio de Andalucía (POTA) que, en su Art. 45, prescribe: 

Como norma y criterio general, serán criterios básicos para el análisis y evaluación 

de la incidencia y coherencia de los Planes Generales de Ordenación Urbanística con 

el modelo de ciudad establecido en este Plan los siguientes: 

a) La dimensión del crecimiento propuesto, en función de parámetros objetivos 

(demográfico, del parque de viviendas, de los usos productivos y de la ocupación de 

nuevos suelos por la urbanización), y su relación con la tendencia seguida para 

dichos parámetros en los últimos diez años, debiendo justificarse adecuadamente 

una alteración sustancial de los mismos. Con carácter general no se admitirán los 

crecimientos que supongan incrementos de suelo urbanizable superiores al 40% del 

suelo urbano existente ni los crecimientos que supongan incrementos de población 

superiores al 30% en ocho años. 

Este artículo se modificó posteriormente por el Decreto 11/2008, en cuya 
Disposición Adicional 2ª se estipula que “Con el fin de potenciar el desarrollo económico 

que se pueda plantear en los municipios andaluces en el límite del 40% de crecimiento 

territorial de los Planes Generales no se computarán los suelos industriales”. Además se 
permitió que los Planes subregionales modificaran de forma justificada estos parámetros. 
El POT de la Bahía de Cádiz no incluye ninguna excepción a estos límites de crecimiento, 
ni justifica la necesidad de modificarlos.  
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Tabla de datos de la evolución de la población de El Puerto en los 10 últimos años 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 

 
Previsión de la población para el período 2011-2018 aplicando el índice medio de 

crecimiento anual: 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  En el escenario más optimista (que se mantenga la actual tasa de crecimiento de 
la población) harían falta solo 4.672 nuevas viviendas (Índice oficial de la Junta 2,4 
habitantes/vivienda). ¿Qué se haría con las 16.733 viviendas restantes? Teniendo en 
cuenta las previsiones del INE, las necesidades de viviendas serán mucho menores. En 
el PGOU actual quedan por construir 5.464 viviendas (excluyendo las previstas en zonas 
de alto valor ecológico como La China, Bahía Blanca o Vistahermosa II) por lo que lo 
lógico es no recalificar nuevos terrenos para uso residencial, se culminen la previsiones 
pendientes en el PGOU actual (Las Marías, La Florida y San José del Pino), y se priorice 
la rehabilitación del Casco Histórico sobre la nueva construcción. Sólo se deben 
contemplar nuevas reclasificaciones exclusivamente ligadas a usos terciarios–hoteleros 
y servicios complementarios, que generan más empleo y valor añadido por metro 
construido, y garantizan un uso temporal más dilatado.  

Según los cálculos del equipo redactor, el crecimiento del suelo urbanizable suponía 
un 15,11% del total de Suelo Urbano y un 20,78% del Urbano Consolidado. Nada más 

año habitantes variación % variación 
anual 

2000 75.478   
2001 76.538 1.060 1,40 
2002 77.747 1.209 1,58 
2003 79.889 2.142 2,76 
2004 80.626 737 0,92 
2005 82.306 1.680 2,08 
2006 83.101 795 0,97 
2007 85.117 2.016 2,43 
2008 86.288 1.171 1,38 
2009 87.696 1.408 1,63 

Total 
2000-2009 

  
12.218 

Media anual 
1,68 

año habitantes variación % variación 
anual 

2011 90.667   
2012 92.191 1.524 1,68 
2013 93.739 1.548 1,68 
2014 95.314 1.575 1,68 
2015 96.915 1.601 1,68 
2016 98.544 1.629 1,68 
2017 100.199 1.655 1,68 
2018 101.882 1.683 1,68 

Total 2011-2018  11.215 
% variación total 

12,37 
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lejos de la realidad. El PGOU recalificaba 15.724.845 m2, lo que suponía en 88,2% de 
aumento en relación con los 17.826.405 m2 del Suelo Urbano actualmente existente. 
Como el POTA no computa los suelos industriales ni los Urbanizables No Sectorizados (los 
que se desarrollarán si se colmatan los Urbanizables Sectorizados tras el 2º cuatrimestre), 
sólo computarían a efectos del POTA 11.701.680 m2, un 65,64% más que el actual, muy 
por encima del límite del 40% máximo permitido. 

Incremento real de nuevos suelos urbanos y urbanizables 
sobre suelos actualmente no urbanizables (AP-II) 

SUNC Sectores 658.637 m2 
SUNC Áreas de Reforma Interior 302.644 m2 
SUNC Áreas de Regularización 4.293.152 m2 
Suelo Urbanizable Sectorizado 6.447.247 m2 
Suelo Urbanizable No Sectorizado 3.443.385 m2  
Suelos industriales (SUNC y Urbanizable) 579.780 m2 
TOTAL 15.724.845 m2 
Incremento sobre suelo urbano actual 88,2% 
Computable para el POTA 11.701.680 m2 
Incremento sobre suelo urbano actual 65,64% 
Máxima superficie según POTA 7.130.562 m2 
Exceso de suelos recalificados 4.571.118 m2 

 
    Las previsiones de crecimiento demográfico a corto y medio plazo del municipio de 
El Puerto no justifican en ningún momento las propuestas de crecimientos urbanísticos 
ni de construcción de nuevas viviendas que plantea el PGOU, superando con creces los 
límites máximos estipulados en POTA. Para “ajustar” el PGPOU a estos límites de 
crecimiento se ha realizado una auténtica obra de “ingeniería ladrillera” para intentar 
soslayar estas normas legales: 

• Computar como suelo urbano actual suelos que están clasificados como no 
urbanizable que el PGOU vigente 
SUNC Sectores 658.637 m2 
SUNC Áreas de Reforma Interior 224.988 m2 
SUNC Áreas de Regularización 4.292.152  m2 

  TOTAL 5.176.777 m2 

• No computar, sin base legal alguna, como nuevos crecimientos, los suelos 
urbanizables y las viviendas que están incluidos en el Plan de Ordenación del 
Territorio de la Bahía de Cádiz como Zonas de Especial Reserva para la Localización 
de Actividades (ZERPLAS) 
TOTAL: 10.961 viviendas y 3.951.114 m2 de suelos urbanizables 

• Contabilizar como máximo crecimiento poblacional el tope del 30% y no la 
tendencia demográfica de los últimos 10 años, según prescribe el POTA, que sería 
sólo el 12,3 % … y a la baja 

• No tener en cuenta las viviendas pendientes de construir del actual PGOU, que 
ascienden a 5.464, más que suficiente para el incremento de población previsto. 

• Se excluyen todas las áreas de actividades económicas, la mayoría –a tenor de la 
situación actual- con vocación de dedicarse a usos terciarios (comercial, oficinas, 
servicios y almacenes), por lo que se deben computar como nuevos crecimientos. 
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 El PGOU también incumple el Plan de Ordenación del Territorio de la Bahía de Cádiz 
(POTBC), al declarar urbanizables los terrenos forestales de la zona de Cantarranas y del 
Rancho Linares. 

 3.3.- Conservación de las zonas forestales 

 En las dos últimas décadas se han destruido en el término municipal de El Puerto 
unos dos millones de m2 de terrenos forestales, sobre todo pinares, retamares y 
sabinares. Ecologistas en Acción viene demandando que se conserve la totalidad de los 
terrenos forestales que han sobrevivido a esta tenencia arboricida y se recuperen parte 
de las arboledas perdidas, incluyendo la famosa que glosara Rafael Alberti. Esta 
propuesta ha contado con un amplio respaldo social –ha sido la alegación más apoyada-  
y de todos los partidos políticos, que anunciaron en las elecciones municipales que la 
defenderían. La protección de todos los terrenos forestales fue aprobada por unanimidad 
en el Pleno del Ayuntamiento tras la exitosa manifestación del 30 de noviembre de 2006. 
Estas promesas se incumplieron en el PGOU.  

 El documento de AP II incumplía la Declaración Previa de Impacto Ambiental (DIA), ya 
que afecta a dos millones de m2 de terrenos forestales, de los cuales millón y medio se 
incluyen como urbanizables. Se pretendía urbanizar, total o parcialmente, bosques tan 
valiosos como los existentes en la margen derecha de la carretera de Fuentebravía, en la 
Hijuela del Tío Prieto, el Rancho Linares o el Camping de Valdelagrana. También se 
declaran urbanizables zonas deforestadas recientemente como la cantera Minervo o el 
retamar ubicado junto a la N-IV. Ecologistas en Acción ha propuesto reiteradamente  que 
la totalidad de los terrenos forestales deben conservarse clasificándolos como suelos no 
urbanizables de protección especial por su interés forestal, ecológico o paisajístico o 
SGEL, ya que son elementos que mejoran el paisaje y la calidad de vida de los 
ciudadanos, entendiendo que estos pinares y retamares pueden y deben convertirse en 
elementos emblemáticos de El Puerto. 

3.4.- El urbanismo ilegal 

 Ante este fenómeno perverso Ecologistas en Acción presentó numerosas alegaciones 
incidiendo en la necesidad de acabar con un problema que ha deteriorado el territorio, 
hipotecado el planeamiento urbanístico y envenenado las relaciones sociales en El 
Puerto. Entre las propuestas de Ecologistas en Acción cabe destacar: 

• No se legalizarán viviendas ni se recalificaran terrenos fuera de los límites de la 
ciudad definido en el POTBC, es decir, el Corredor Verde y la variante de la N-IV (Se 
adjunta plano de los límites de la ciudad. 

• No se legalizará ninguna urbanización ni vivienda existente en Sistemas Generales, 
suelos no urbanizables de especial protección forestal, medioambientales o 
culturales, o en terrenos de propiedad o dominio público, incluidas las vías pecuarias. 
Todas deben ser demolidas, restaurando el terreno a su estado original.  

• No se legalizarán viviendas que hayan sido “regularizadas” de forma fraudulenta o 
que estén incursas en procedimientos penales. 

• La legalización de las urbanizaciones ilegales debe realizarse bajo el principio de que 
construir ilegalmente no puede salir más barato que hacerlo legalmente, para ello se 
deben cumplir las siguientes condiciones: los costes y cesiones  por metro cuadrado 
de las Áreas de Regularización (ARG) deben de ser similares a los que se soporten en 
los terrenos urbanizables con ausencia de construcciones. 
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• La regularización de unas urbanizaciones ilegales debe ir acompañada compromiso 
de demolición de las que queden excluidas del proceso de legalización, con 
compromisos temporales de ejecución. 

3.5.- Red de espacios públicos 

Ecologistas en Acción apuesta por una red interconectada de espacios libres que permita 
la supervivencia de la biodiversidad, la mejora paisajística de la futura ciudad y de la 
calida de vida de los ciudadanos y visitantes. Para ello proponemos la recuperación 
territorial y funcional de vías pecuarias, caminos públicos, pozos concejiles y de la vía 
verde. 

3.6.- Otras propuestas al PGOU 

Ecologistas en Acción presentó también propuestas para: 

• Desclasificar la finca de La China y Bahía Blanca para fomentar una política de 
esponjamiento del litoral. 

• Desestimar la propuesta del campo de golf de Viña Rango, recuperando el 
Ayuntamiento la propiedad de estos terrenos para dedicarlos a una promoción de 
1.000 viviendas de VPO de autoconstrucción. 

• Recuperar las lagunas de San Bartolomé y el complejo endorreico, con la demolición 
de las vividas edificadas ilegalmente en su periferia. 

• Apoyar las propuestas del PGOU para fomentar la movilidad y accesibilidad 
sostenible, con propuestas para el desarrollo de un Plan  Director para el uso de la 
bicicleta como medio de transporte, y de un Plan de reurbanización y peatonalización 
del Área Central de la Ciudad. 

• Favorecer la integración en la ciudad del puerto comercial, del Poblado Naval y de la 
playa del Almirante.  

• Mejorar de eficiencia y el ahorro energético y el uso de energías renovables. 

• Protección efectiva del patrimonio arqueológico y del Casco Histórico, y muy 
especialmente del complejo bodeguero de Campo de Guía. 

 

4.- PGOU (AP-III) un esfuerzo positivo laminado por unos crecimientos 
insostenibles 
 

El documento de Aprobación provisional III (AP-III) que ahora llega a la COTUA fue 
aprobado por el Pleno del Ayuntamiento el 31 de marzo de 2011, tras más de 10 años de 
tramitación.  

Ecologistas en Acción valoró positivamente el talante mantenido por el equipo de 
Gobierno que favoreció la participación pública con jornadas, mesas de participación y 
reuniones bilaterales. Particularmente positivas fueron las relaciones con los técnicos del 
equipo redactor  –Territorio y Ciudad-, con los que se mantuvieron numerosas reuniones 
de trabajo para analizar nuestras alegaciones, que fueron contestadas en su totalidad de 
forma justificada, aunque no compartamos la respuesta a algunas de ellas. Entre las 
modificaciones positivas realizadas en el documento de AP-III en relación con el 
documento de AP-II cabe destacar: 
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4.1. Aumento de la protección de zonas forestales 

Un aumento considerable de los Sistemas Generales de Espacios Libres (SGEL) -
250.252 m2 más-, que supondrá la protección de más zonas forestales, sobre todo 
pinares y retamares, a éstos últimos por vez primera se les reconoce su valor ecológico y 
paisajístico y se integrarán en los futuros parques. De particular relevancia es el aumento 
de la protección de los pinares y retamares de la margen derecha de la carretera de 
Fuentebravía y su interconexión, de forma que habrá una continuidad desde El Pinar del 
Conde, junto al actual casco urbano, hasta el Pinar de Izaguirre, frente a la urbanización 
del Manantial. También se protegerá en su totalidad el valioso pinar de Manzantini, en la 
Hijuela del Tío Prieto, que duplica la superficie del SGEL.  

4.2. Catálogo de árboles singulares 

El PGOU ha incorporado un catálogo de arbolado urbano protegido, que fue una 
propuesta de Ecologistas en Acción y hemos colaborado en su confección. Confiamos que 
este catálogo impida nuevos atentados contra el valioso patrimonio que supone el 
arbolado urbano de la ciudad. 

4.3. Red de vías pecuarias y caminos públicos 

El PGOU ha incluido una red muy completa de vías pecuarias y caminos públicos que 
garantizan la preservación de este importante patrimonio público y su interconexión, lo 
que posibilitará una oferta única de rutas para senderistas y ciclistas, y una impronta muy 
positiva en el paisaje urbano y rural.  

4.4. Plan de movilidad 

El PGOU mantiene el plan de movilidad que, si se cumple, supondrá un cambio en el 
modelo de movilidad de nuestra ciudad, fomentando la peatonalización, el uso de la 
bicicleta y del transporte público, y la reducción del uso del vehículo a motor privado, lo 
que nos acercará a las ciudades mas avanzadas de Europa. 

 

No obstante, el PGOU mantiene a grandes rasgos crecimientos en suelos y viviendas 
desproporcionados e injustificados técnica y legalmente, máxime en el nuevo contexto 
socioeconómico creado por la crisis. Por ello hemos planteado varias objeciones a este 
nuevo documento: 

4.5. Unos crecimientos sobredimensionados e injustificados 

El POUG mantiene un modelo sobredimensionado de los crecimientos urbanísticos, 
de viviendas y de superficie recalificada, lo que daría lugar, en caso de desarrollarse tal 
cual, a una ciudad gigantesca que casi duplicaría la actual, con un consumo de recursos –
suelo, agua, energía…- insostenible, difícil de gestionar y ruinosa de mantener. Estos 
crecimientos siguen superando con creces los límites estipulados en el POTA, tanto en las 
previsiones máximas de crecimiento de la población como en la superficie de suelo 
urbanizable en los ocho años de vigencia del PGOU.       

Si bien es cierto que se han ido reduciendo las previsiones aún más desmesuradas de 
crecimientos urbanísticos que contemplaban versiones anteriores, lo cierto es que las 
como mínimo 20.000 viviendas que contempla el PGOU –que supondría un aumento de 
48.000 habitantes (un 54%)- no tienen justificación alguna si se atiende a los parámetros 
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objetivos que prescribe la normativa urbanística vigente y el sentido común. El número 
total de viviendas que el PGOU destina a viviendas sometidas a algún régimen de 
protección público es de 6.937 viviendas, lo que ya de por sí equivaldría a un aumento de 
población de 1º residencia de 16.648 habitantes, lo que es a todas luces imposible. 

El PGOU prevé recalificar más de 15 millones de m2, lo que supondría un aumento 
superior al 80% sobre el suelo urbano actual. Si se excluyen los suelos industriales, los 
crecimientos superan el todavía el 60% sobre el suelo urbano actual. Las previsiones de 
nuevos polígonos industriales las consideramos también desproporcionadas, a tenor de 
la situación de los existentes, y en algunos casos encubren auténticos pelotazos 
urbanísticos. Como ya se ha indicado, la vocación de estos suelos será su dedicación para 
comercios, oficinas, servicios y almacenes), por lo que se deben computar como nuevos 
crecimientos. 

La prioridad de la política urbanística en nuestro municipio debe estar en la 
rehabilitación y repoblación del Casco histórico y en la protección de su valiosos 
patrimonio, incluidos los conjuntos bodegueros. 

 
Comparación crecimientos PGOU 

Fase del la revisión del PGOU Superficie (m2) Nº Total nuevas viviendas 
 

 
Aprobación Inicial 

 
19.104.618 

 
28.446 

Nueva construcción: 33.269 
Legalización: 3.500 

 
Aprobación provisional I 

 

 
19.481.082 

TOTAL: 36.769 
Nueva construcción: 21.405 

Legalización: 3.741 

 
Aprobación provisional II 

 
15.724.845 

TOTAL: 25.146 
Nueva construcción 15.733  
(¿+ 4.452 pendiente del actual 
PGOU?) 
Legalización 3.591 (más 849 
nuevas) 

Aprobación provisional III 
(Según el PGOU) 

Similar  

TOTAL 19.459 (¿23.911?) 
 

 

Expectativas de construcción de viviendas 
 Nº viviendas/año 

Año 1999 (pico de la burbuja 
inmobiliaria) 

1.506 

 
Previsiones del PGOU 

 
2.500 
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4.6. El PGOU sigue incumpliendo los límites de crecimiento del POTA. 

En el PGOU se estima que la población en el momento de aprobación definitiva 
Plan General será de 90.844 habitantes, cifra a la que no se ha llegado. De hecho, 
según el Instituto de Estadística y Cartografía de Andalucía (IECA) El Puerto tiene 
en la actualidad 88.917 habitantes. En base a la previsión del PGOU se calcula que el 
incremento del 30% de población en 8 años será de 27.253 habitantes. A 2.4 personas 
por vivienda da unas necesidades de 11.355 nuevas viviendas. Como ya se ha 
indicado estas previsiones son irreales. Si se tiene en cuenta la evolución de la 
población en la última década, El Puerto crecería en los próximos ocho años en 
11.215 habitantes, llegando a los 100.000 en 2017. Pero estas previsiones no se están 
cumpliendo. Más aún, el INE y el IECA calculan un drástico parón demográfico, de 
forma que en esta década el crecimiento demográfico de El Puerto no superará los 
3.000 habitantes. ¿Para quién se pretenden construir estas miles de viviendas 
nuevas? 

 

Necesidad de nuevas viviendas 
Documento, 

organismo o entidad 
 

Nº habitantes 
2019 

Incremento 
habitantes 2011-

2019 

Nº de viviendas  

PGOU (AP-III) + 30%: 118.097 
 

Total: 139.000 

30%: 27.253 
 

Total: 48.000  

11.355 
 

20.000 
Art. 45 POTA 

(tendencia seguida por  
parámetros demográficos 

última década)  

 
101.882 

 
11.215 

 
4.676 

Art. 45 POTA 
(Parámetros objetivos 

demográficos INE-IECA) 

 
91.917 

 
3.000 

 
1.250 

Viviendas pendientes 
de construcción del 

actual PGOU 

   
5.464 

 

4.7 El PGOU mantiene como urbanizables valiosos terrenos forestales 

El PGOU mantiene las previsiones de urbanizar algunos valiosos terrenos forestales, 
como la mitad de Rancho Linares, o parte del pinar del Cuvillo y del pinar del antiguo 
camping de Valdelagrana. Ecologistas en Acción mantiene su posición de protección de la 
totalidad de estos valiosos terrenos forestales ya que su recalificación total o parcial 
provocará la destrucción de un valioso ecosistema forestal, siendo estos desarrollos 
totalmente innecesarios al contemplar el PGOU suficiente suelo urbanizable para 
viviendas y usos turísticos en zonas menos sensibles.  

4.8. Un proceso de regularización que premia a los infractores urbanísticos 

El PGOU mantiene como suelos protegidos aquellas urbanizaciones ilegales 
construidas en sistemas generales, espacios protegidos y zonas afectadas por el Plan de 
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Ordenación del Territorio (POT) de la Bahía, pero –nuevo brindis electoralista al sol- se 
incluyen propuestas de legalización “si se modifica el POT”, y recalificación de suelos 
protegidos agrícolas para usos industriales pendientes de esta misma modificación. Las 
normas legales están para cumplirse, y no es de recibo aprobar planes que infringen 
normas vinculantes de rango superior a la espera de cambios que solo están en la 
imaginación de las personas con intereses particulares, y en la obsesión de los políticos 
por ganar votantes en este caladero del urbanismo ilegal. En este sentido hay que 
destacar las vergonzosas intervenciones de los portavoces de ciertos partidos políticos en 
el Pleno de aprobación de la AP-III defendiendo a los propietarios de viviendas ilegales y 
olvidando el fin del urbanismo, que es la defensa del interés general de los ciudadanos y 
el cumplimiento de las normas legales. La superficie a regularizar aumenta de los 
4.292.152 m2  de la AP-II a los 4.369.634 m2. El número de viviendas a regularizar se 
reduce un poco -3.591-, pero se permitirán otras 849 en las áreas a regularizar. 

Estas áreas a regularizar se exige un volumen de reservas dotacionales y de espacios 
libres muy inferiores a las de las nuevas zonas urbanizables, con solo un 6,9% de la 
superficie total. Otro dato que ayuda a visualizar la hipoteca que supone el fenómeno de 
ocupación ilegal del suelo no urbanizable es el déficit que produce en materia de vivienda 
protegida, que asciende a 45.523,80 m2 de techo edificable, que se tiene que compensar 
en otras áreas y sectores. 

4.9. No se prevé la demolición de las viviendas ilegales no regularizables 

No se incluyen normas vinculantes con plazos precisos para proceder a la demolición 
–tal y como prescribe la ley- de las viviendas ilegales que quedan fuera del proceso de 
regularización por encontrarse en suelos de especial protección, en sistemas generales, 
suelos públicos o no haber prescrito la infracción.     

 

5.- Las modificaciones necesarias para garantizar una mínima 
sostenibilidad territorial y ambiental 

Por todo ello entendemos que hay que incluir los siguientes cambios en el PGOU de 
El Puerto de Santa María: 

1. Se reduzca de forma drástica los crecimientos urbanísticos previstos, recalificando 
solo aquellos suelos necesarios para la demanda de viviendas  sociales existentes, y 
para los equipamientos y actividades económicas. 

2. Se adecuen los nuevos desarrollos urbanísticos -tanto en nuevos suelos urbanos 
como urbanizables- a los límites máximos estipulados por el POTA, y muy 
especialmente a la tendencia seguida por  parámetros demográficos en la última 
década y a las previsiones de crecimiento demográficos realizadas por el INE y el 
IECA. 

3. Se garantice la protección de la totalidad de las masas forestales, entendiendo 
como tales los definidas en el art. 1 de la Ley 2/1992 Forestal de Andalucía. 

4. Se desclasifiquen aquellos suelos que afecten a zonas de interés ecológico y 
paisajístico, y muy especialmente las escasas zonas sin construir del litoral (La China 
y Bahía Blanca) para fomentar una política de esponjamiento del litoral. 

5. Solo se incluirán en el proceso de regularización a aquellas  urbanizaciones ilegales  
que se integren en la ciudad compacta mediterránea (definida por los límites del  
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POTBC), recayendo la totalidad de los costes de urbanización e infraestructuras en 
los propietarios de esas viviendas ilegales, y exigiendo los mismos estándares de 
equipamientos y cesiones que a los nuevos sectores urbanizables. Tampoco se  
legalizarán viviendas que hayan sido “regularizadas” de forma fraudulenta o que 
estén incursas en procedimientos penales. 

6. La regularización de unas urbanizaciones ilegales debe ir acompañada del 
compromiso de demolición de las urbanizaciones y viviendas que queden excluidas 
del proceso de legalización. Para ello el PGOU debe incluir determinaciones para la 
restauración de los suelos urbanizados ilegalmente, con plazos de ejecución 
precisos. 

7. Destinar los suelos del ilegal campo de golf de Viña Rango a una promoción de 
1.000 viviendas de VPO de autoconstrucción, recuperando previamente el 
Ayuntamiento la titularidad de estos terrenos. 

8. Garantizar la protección del casco histórico de la ciudad, y muy especialmente del 
complejo bodeguero del Campo de Guía -el primer ensanche industrial del país-, de 
sus edificaciones y de su trazado urbano. 

 

 Ecologistas en Acción insiste en la necesidad de dar un giro drástico al modelo 
urbanístico que se ha venido fomentando en las últimas décadas. Las administraciones 
públicas tienen que demostrar que han abandonado el desastroso modelo de la 
burbuja inmobiliaria, que ha consistido en recalificar suelos y construir viviendas no en 
función de las necesidades sociales, sino para aumentar artificialmente el valor de los 
suelos y construir viviendas con fines especulativos, como simple inversión. Este 
modelo ha llevado a nuestro país a la mayor crisis económica del periodo democrático. 

Ecologistas en Acción espera que la Junta de Andalucía realice las 
modificaciones pertinentes al PGOU para conseguir un modelo de ciudad sostenible, 
compacto, que promueva el desarrollo sostenible y la conservación del valioso 
patrimonio natural, paisajístico,  arquitectónico y etnológico del municipio de El Puerto 
de Santa María, que garantice el derecho de todos los ciudadanos a una vivienda digna, 
con equipamientos de calidad, que proteja los bosques, los ecosistemas  naturales y la 
biodiversidad, y aumenten la calidad de vida, en definitiva, de una ciudad mejor para 
todos que haga de El Puerto un lugar privilegiado para vivir y para visitar. Esos han sido 
nuestros objetivos en esta última década, y lo siguen siendo en este tramo final del 
PGOU. 

 

Sevilla, a  15 de febrero de 2012 

 


